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Proceso
Ordinario Laboral – Confirma sentencia que accedió a las pretensiones
Radicación Nro.

66001-31-05-003-2013-00724-01

Demandantes:


Irene Alzate Ruíz y otra

Demandado:


Colpensiones

Magistrado Ponente:               Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            Juzgado Tercero Laboral del Circuito

Tema: 



REQUISITOS QUE DEBEN ACREDITAR LOS CONYUGES Y LOS COMPAÑEROS PERMANENTES PARA SER BENEFICIARIOS DE LA PENSION DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003. “Atendiendo lo dispuesto en el inciso 3º del literal b) del artículo 13 de la ley 797 de 2003, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencias radicadas con los números 41637 de 24 de enero de 2012, 45038 de 13 de marzo de 2012 y más recientemente en la SL12218 de 11 de agosto de 2015 radicación Nº 49126, sostuvo que el entendimiento que se le debe dar a la expresión “La otra cuota parte le corresponderá a la cónyuge con la cual existe la sociedad conyugal vigente.” consiste en reconocer la pensión de sobrevivientes a aquella cónyuge supérstite separada de hecho que tenga vigente el vínculo matrimonial con el causante para el momento de su deceso, esto es, que entre ellos no haya habido divorcio o cesación de efectos civiles del matrimonio; caso en el que se deberá acreditar por lo menos cinco años de convivencia en cualquier tiempo. Lo expuesto por la Corte, permite concluir que cuando se presente a reclamar la cónyuge supérstite separada de hecho, lo que se debe verificar es que el vínculo matrimonial esté vigente para el momento del deceso del causante y de ser así que haya  existido entre ellos una convivencia efectiva de por lo menos cinco años en cualquier tiempo. De acuerdo con lo anterior, resulta claro que en vigencia de la ley 797 de 2003 es necesario que los cónyuges y compañeros permanentes, tanto del pensionado como del afiliado, acrediten una convivencia con el causante, igual o superior a los 5 años con anterioridad a la fecha en que ocurrió el deceso para los compañeros permanentes y en el caso de los cónyuges que se han separado de hecho, 5 años en cualquier tiempo.”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, ocho de marzo de dos mil diecisiete, siendo la una y cuarenta y cinco minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la señora MARÍA OBDULIA HERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 9 de septiembre de 2015, así como el grado jurisdiccional de la misma, dentro del proceso que promueve en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2013-00777-01, el cual fue acumulado al proceso cuya radicación obedece al Nº 66001-31-05-003-2013-00724-01, en el que obra como demandante la señora IRENE ALZATE RUÍZ.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la señora Irene Alzate Ruíz que la justicia laboral declare que en calidad de compañera permanente del señor José Educardo Castro Galeano tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 17 de junio de 2012, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 o en su defecto la indexación de las sumas reconocidas y las costas procesales a su favor.

En su relato fáctico refiere que: El señor José Educardo Castro Galeano falleció el 17 de junio de 2012, momento en el que se encontraba disfrutando la pensión de reconocida mediante la resolución Nº 010510 de 2008; con la muerte del señor Castro Galeano cesaron ocho años de convivencia ininterrumpidos con ella; el 1º de febrero de 2013 elevó solicitud de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, fecha en la que también se presentó a reclamar la prestación la señora María Obdulia Hernández Hernández en calidad de cónyuge supérstite; mediante la resolución Nº GNR 105173 de 21 de mayo de 2013 se dejó en suspenso la concesión del derecho, hasta que la jurisdicción ordinaria laboral defina la situación al haberse presentado dos personas a reclamar la pensión.

Al contestar la demanda –fls.46 a 48- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó el contenido de las resoluciones relacionadas anteriormente y la fecha de deceso del señor José Educardo Castro Galeano. Frente a los demás hechos expresó que no le constaban. No se opuso a las pretensiones aduciendo que se atiene a lo que resulte probado en el proceso. Propuso las excepciones de mérito que denominó “Obligación del sistema de seguridad social sin definir”, “Prescripción”.

Por su parte, la señora María Obdulia Hernández Hernández al dar respuesta al libelo introductorio –fls.156 a 159- aceptó también el contenido de los actos administrativos relacionados por la señora Alzate Ruíz y respecto a los demás hechos manifestó que no eran ciertos. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de fondo de “Falta de legitimación en la causa por activa” y la “Genérica”.

Dentro del proceso radicado bajo el Nº 001-2013-00777-01, la señora María Obdulia Hernández Hernández pretende que se declare que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes en calidad de cónyuge supérstite del señor José Educardo Castro Galeano y con base en ello aspira que se condene a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar la prestación económica a partir del 17 de junio de 2012, los intereses moratorios del artículo 141 de la Ley 100 de 1993 y las costas procesales a su favor.

En la narración de los hechos sostiene que: Mediante la resolución 10510 de 2008 se le reconoció al señor Castro Galeano la pensión de vejez, la cual disfrutó hasta el 17 de junio de 2012 cuando falleció; ese mismo día finalizaron 42 años de convivencia ininterrumpida entre ellos, la cual inició el 25 de junio de 1967 cuando contrajeron matrimonio católico; el 1º de febrero de 2013 solicitó el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, misma que fue dejada en suspenso con la resolución Nº GNR 105173 de 21 de mayo de 2013, hasta que la justicia laboral defina a quien le asiste el derecho pensional, al haberse presentado a reclamar la prestación la señora Irene Alzate Ruíz.

Al dar respuesta a la demanda –fls.98 a 101- la Administradora Colombiana de Pensiones aceptó el contenido de los actos administrativos referenciados anteriormente y la fecha de deceso del causante. Frente a los demás hechos manifestó que no le constaban. Se opuso a las pretensiones formulando las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de la obligación demandada”, “Prescripción” y “Genéricas”.

A su turno, la señora Irene Alzate Ruíz al contestar la demanda –fls.130 a 133- aceptó el contenido de las resoluciones proferidas por Colpensiones. Frente a los demás hechos manifestó que no eran ciertos o que no le constaban. Se opuso a las pretensiones proponiendo las excepciones de mérito de “Convivencia de manera singular permanente y continua entre el señor José Educardo Castro Galeano y la señora Irene Alzate Ruíz” y “Buena fe”.

En sentencia de 9 de septiembre de 2015, la funcionaria de primer grado determinó que la señora Irene Alzate Ruiz tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes causada con el deceso de su compañero permanente José Educardo Castro Galeano a partir del 18 de junio de 2012, dado que dentro del proceso quedó demostrado el requisito de convivencia exigido en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003; situación que no logró acreditar la señora María Obdulia Hernández Hernández, pues en su calidad de cónyuge supérstite no demostró que había convivido con el causante por lo menos dentro de los cinco años anteriores a su deceso.

Por lo expuesto, condenó a la Administradora Colombiana de Pensiones a reconocer y pagar por concepto de retroactivo pensional causado entre el 18 de junio de 2012 y el 31 de agosto de 2015 la suma de $24.445.180, ordenándole a la entidad demandada indexar esa suma al momento del pago.

Finalmente, luego de negar todas las pretensiones de la señora María Obdulia Hernández Hernández, la condenó en costas procesales en un 100% a favor de la señora Irene Alzate Ruiz.

Inconforme con la decisión, la señora María Obdulia Hernández Hernández interpuso recurso de apelación argumentando que como cónyuge supérstite del señor José Educardo Castro Galeano solamente le correspondía acreditar cinco años de convivencia con él en cualquier tiempo, de acuerdo con la evolución de la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral en ese tema; por lo que al haber quedado probado en el plenario que entre ellos existió una convivencia muy superior a la exigida, tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes que reclama. 

Al haber resultado condenada la Administradora Colombiana de Pensiones, se dispondrá también el grado jurisdiccional de consulta a su favor.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones, a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:

¿Cumplen las señoras María Obdulia Hernández Hernández e Irene Alzate Ruiz en su calidad de cónyuge y compañera permanente de causante respectivamente, con los requisitos exigidos para acceder a la pensión de sobrevivientes que reclaman?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:

1. NORMATIVIDAD APLICABLE PARA LA PENSION DE SOBREVIVIENTES.

Es posición pacifica de la jurisprudencia considerar que la norma que rige las pensiones de sobrevivientes es la vigente al momento en el que se produce el fallecimiento del causante.

2. REQUISITOS QUE DEBEN ACREDITAR LOS CONYUGES Y LOS COMPAÑEROS PERMANENTES PARA SER BENEFICIARIOS DE LA PENSION DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003.
Atendiendo lo dispuesto en el inciso 3º del literal b) del artículo 13 de la ley 797 de 2003, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencias radicadas con los números 41637 de 24 de enero de 2012, 45038 de 13 de marzo de 2012 y más recientemente en la SL12218 de 11 de agosto de 2015 radicación Nº 49126, sostuvo que el entendimiento que se le debe dar a la expresión “La otra cuota parte le corresponderá a la cónyuge con la cual existe la sociedad conyugal vigente.” consiste en reconocer la pensión de sobrevivientes a aquella cónyuge supérstite separada de hecho que tenga vigente el vínculo matrimonial con el causante para el momento de su deceso, esto es, que entre ellos no haya habido divorcio o cesación de efectos civiles del matrimonio; caso en el que se deberá acreditar por lo menos cinco años de convivencia en cualquier tiempo.

Lo expuesto por la Corte, permite concluir que cuando se presente a reclamar la cónyuge supérstite separada de hecho, lo que se debe verificar es que el vínculo matrimonial esté vigente para el momento del deceso del causante y de ser así que haya  existido entre ellos una convivencia efectiva de por lo menos cinco años en cualquier tiempo.

De acuerdo con lo anterior, resulta claro que en vigencia de la ley 797 de 2003 es necesario que los cónyuges y compañeros permanentes, tanto del pensionado como del afiliado, acrediten una convivencia con el causante, igual o superior a los 5 años con anterioridad a la fecha en que ocurrió el deceso para los compañeros permanentes y en el caso de los cónyuges que se han separado de hecho, 5 años en cualquier tiempo.

EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión que: i) El señor José Educardo Castro Galeano falleció el 17 de junio de 2012, pues así se desprende del registro civil de defunción expedido por la Notaría Quinta del Círculo de Pereira –fl.14-; ii) El señor Castro Galeano dejó causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios, pues para el momento de su deceso se encontraba disfrutando la pensión de vejez, tal y como se evidencia en la resolución Nº 010510 de 2008 –fl.11-.
Sentado lo anterior, y teniendo en cuenta que el señor José Educardo Castro Galeano dejó causada con su deceso la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios al estar disfrutando de la pensión de vejez reconocida por el ISS, les correspondía a las demandantes acreditar el requisito de convivencia exigido en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003.

En la sustentación del recurso de apelación, la señora María Obdulia Hernández Hernández expone que en su calidad de cónyuge supérstite y de conformidad con la evolución de la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral, tan solo le corresponde demostrar cinco años de convivencia con el causante en cualquier tiempo.

En este punto es oportuno recordar que la Ley 92 de 1938, determinó que el estado civil de las personas en Colombia, esto es, el nacimiento, matrimonio, defunción, reconocimiento y adopción se acreditan a través del registro civil; motivo por el que le correspondía a la señora Hernández Hernández allegar al presente ordinario laboral, el correspondiente registro civil de matrimonio, sin embargo, ello no ocurrió pues el mismo no fue adosado con la demanda, ni mucho menos dentro del término de 10 días que se le otorgó mediante auto de 18 de enero de 2017 proferido por esta Corporación.

Ahora, no puede pasarse por alto que la accionante aportó partida expedida por la Arquidiócesis de Manizales –fl.81- en donde esa autoridad eclesiástica da fe de que ella y el señor José Educardo Castro Galeano celebraron matrimonio bajo el rito católico el 25 de junio de 1967, sin embargo, como ya se dijo, ese documento no es el idóneo para demostrar el estado civil de las personas; sin embargo, si en gracia de discusión se obviara esa situación y se asumiera que ese vínculo tuvo plenos efectos civiles, lo cierto es que resultaba indispensable que se allegara el registro civil de matrimonio, en consideración a que es ese el documento adecuado para demostrar hasta cuando tuvo efectos ese vínculo matrimonial, que de haberse extendido hasta la fecha de fallecimiento del señor Castro Galeano, le hubiese permitido a la señora Irene Alzate Ruíz demostrar cinco años de convivencia en cualquier tiempo en su calidad de cónyuge supérstite separada de hecho, tal y como lo aceptó en el interrogatorio de parte al manifestar que para ese momento no tenía conocimiento de quien estaba al tanto de sus cuidados por la enfermedad que lo afectaba, revelando de esa manera que para ese momento no existía convivencia entre ellos.

Bajo tales circunstancias, no hay lugar a reconocer a favor de la señora María Obdulia Hernández Hernández la pensión de sobrevivientes, pues en este caso debía demostrar que había convivido con el causante dentro de los cinco años anteriores a su deceso, pero tal y como ya lo advirtió la Sala, en el interrogatorio de parte ella confesó que para el momento del deceso no había convivencia.

De esta manera queda resuelto el recurso de apelación interpuesto por la señora María Obdulia Hernández Hernández.

Ahora, en cuanto a la señora Irene Alzate Ruiz, en su calidad de compañera permanente del causante, debía acreditar que convivió con él dentro de los cinco años anteriores a su deceso, y para dar fe de ello solicitó que fueran escuchados los testimonios de la señora María Graciela Tascón Morales y del señor Fabio Maldonado Herrera, quienes fueron coincidentes en manifestar que conocieron a la pareja conformada por el señor José Educardo Castro Galeano e Irene Alzate Ruiz cuando él trabajaba como celador en el barrio Venecia del municipio de Pereira, situación que aconteció aproximadamente en el año 2006, que desde ese momento inició una relación sentimental con la demandante, que al poco tiempo se convirtió en una relación marital de hecho cuando empezaron a convivir en un barrio aledaño denominado “la dulcera”; que desde ese momento convivieron de manera continua e ininterrumpida hasta el 17 de junio de 2012 cuando el señor Castro Galeano falleció por un cáncer que lo aquejaba desde hace algún tiempo y que lo tuvo hospitalizado por varios meses antes de su deceso, siendo la señora Alzate Ruiz quien lo cuidó durante toda esa penosa etapa.

De acuerdo con lo expuesto, se tiene que la señora Irene Alzate Ruiz logró acreditar el requisito mínimo de convivencia exigido en el artículo 47 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 13 de la Ley 797 de 2003, motivo por el que tiene derecho a que se le reconozca la pensión de sobrevivientes que reclama, en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales, tal como lo señaló la funcionaria de primer grado.

De conformidad con la siguiente tabla que se pone de presente a los asistentes y que hará parte integrante del acta que se levanta con ocasión de esta audiencia, tiene derecho la señora Irene Alzate Ruiz a que se le reconozca y pague por concepto de retroactivo pensional causado entre el 18 de junio de 2012 y el 31 de diciembre de 2016, la suma de $37.204.532, sin que ninguna de las mesadas causadas se haya visto afectada por el fenómeno de la prescripción pues dicho término fue interrumpido el 1º de febrero de 2013 cuando se efectuó la reclamación administrativa, quedando suspendido ese término hasta el 26 de junio de 2013 cuando se notificó la resolución Nº GNR 105173 de 2013, por lo que a partir del 27 de junio de 2013 empezó a contar nuevamente el término de tres años para iniciar la acción ante la jurisdicción ordinaria laboral, siendo interpuesta la demanda dentro de ese lapso el 19 de noviembre de 2013 –fl.28-.

Igualmente tiene derecho la señora Alzate Ruiz a que se le reconozca por concepto de indexación la suma de $3.061.159, pues como bien es sabido el paso del tiempo afecta el valor adquisitivo de la moneda en Colombia.

En el anterior orden de ideas, se modificarán los ordinales cuarto, quinto, sexto y séptimo de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el 9 de septiembre de 2015.

Costas en esta instancia a cargo de la señora María Obdulia Hernández Hernández en un 100%.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. MODIFICAR los ordinales CUARTO, QUINTO, SEXTO y SÉPTIMO de la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito, los cuales quedarán así:

“CUARTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor de la señora IRENE ALZATE RUIZ la pensión de sobrevivientes causada con el deceso del señor JOSÉ EDUCARDO CASTRO GALEANO a partir del 18 de junio de 2012 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 13 mesadas anuales.

QUINTO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor de la señora IRENE ALZATE RUIZ por concepto de retroactivo pensional la suma de $37.204.532, causados entre el 18 de junio de 2012 y el 31 de diciembre de 2016.

SEXTO. ORDENARLE a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES que incluya en nómina de pensionados del mes de enero de 2017 a la señora IRENE ALZATE RUIZ.

SÉPTIMO. CONDENAR a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a reconocer y pagar a favor de la señora IRENE ALZATE RUIZ por concepto de indexación la suma de $3.061.159.”.  

SEGUNDO. CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia recurrida.

TERCERO. CONDENAR en costas en esta instancia a la señora María Obdulia Hernández Hernández en un 100%.

Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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